
La Consejera de Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Administración Local, en relación con la pregunta para su contestación por escrito formulada por la Parlamentaria Foral Ilma. Sra. D.ª Mª Carmen Segura Moreno, adscrita al Grupo Parlamentario Unión del Pueblo Navarro (UPN), sobre los expedientes que ha abierto el Gobierno de Navarra por infracción de la Ley de Símbolos en Ayuntamientos (9-15-/PES-00131), tiene el honor de remitirle la siguiente contestación:
1º.-  ¿Qué expedientes ha abierto el Gobierno de Navarra por infracción de la Ley de Símbolos en Ayuntamientos?
 
Con fechas 29 de enero, 13 de marzo y 4 de abril de 2015 se denunciaron posibles incumplimientos de lo dispuesto en la Ley Foral 24/2003, de 4 de abril, de Símbolos de Navarra, en varios Ayuntamientos navarros. 

 
A) Por Órdenes Forales del Consejero de Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Administración Local 50/2015, de 11 de febrero, 115/2015, 116/2015, 117/2015, 118/205, 119/2015 y 120/2015, de 24 de marzo, y 151/2015, de 17 de abril, se requirió a los Ayuntamientos de Altsasu/Alsasua, Güesa, Esparza de Salazar, Oronz, Ezcároz, Izalzu, Sarriés y Basaburua, respectivamente, para que, en un plazo de diez días, dieran cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley Foral 24/2003, de 4 de abril, de Símbolos de Navarra.

 
B) Además, al amparo de lo dispuesto en el artículo 60.1 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra, se ha solicitado información al respecto a los Ayuntamientos de Pamplona (6 de julio de 2015), Oteiza (14 de julio de 2015) y Berriozar (1 de septiembre de 2015). 

 2º.- ¿Cuál es el estado de tramitación de esos expedientes?
 A) Expedientes abiertos por Órdenes Forales del Consejero de Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Administración Local 50/2015, de 11 de febrero, 115/2015, 116/2015, 117/2015, 118/205, 119/2015 y 120/2015, de 24 de marzo, y 151/2015, de 17 de abril.

- En abril de 2015, los Ayuntamientos que a continuación se relacionan remitieron escritos aceptando expresamente el requerimiento contenido en las Órdenes Forales del Consejero de Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Administración Local arriba citadas.

Sarriés, 20 de abril de 2015. Comunica que va a “realizar a la mayor brevedad posible el colocar las banderas a que se refiere dicho requerimiento”.
Oronz, 23 de abril de 2015. Comunica que ha tramitado la adquisición de las banderas oficiales y que “procederá a su colocación tan pronto como se reciban”. El 29 de abril de 2015 envía certificación municipal y fotografía acreditativas del cumplimiento de lo requerido.

Ezcároz,  14 de abril de 2015. Informa que da cumplimiento a lo requerido. 

Izalzu, 20 de abril de 2015. Remite Acuerdo, adoptado por unanimidad, en el sentido de “Proceder a dar cumplimiento al requerimiento efectuado en la Orden Foral 119/2015 antes citada, mediante la colocación en el edificio municipal de las banderas establecidas en la legislación vigente”.
 
- Ante la ausencia de respuesta expresa a dicho requerimiento por parte de algunos de los Ayuntamientos requeridos, y habida cuenta, además, de lo dispuesto en el artículo 7.e.1 de la Ley Foral 21/2014, de 12 de noviembre, del Fondo de participación de las Haciendas Locales en los Tributos de Navarra sobre la posibilidad de sancionar con anulación de compensaciones por dedicación a cago electo a los Ayuntamientos en los que no ondeen las banderas legalmente previstas, el Director del Servicio de Gestión y Cooperación Jurídica de la Dirección General de Administración Local envió, con fecha 23 de septiembre de 2015, un oficio en los siguientes términos:  

“El artículo 12.1 del Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora aprobado por Real Decreto 1398/1998, de 4 de agosto, establece que, con anterioridad a la iniciación del procedimiento, se podrán realizar actuaciones previas con objeto de determinar con carácter preliminar si concurren circunstancias que justifiquen su iniciación. Dichas actuaciones deberán orientarse a determinar, con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar la incoación del procedimiento y las circunstancias que concurren.
En ejercicio de tal habilitación normativa, procede, la realización de la actuaciones prevista consistente en solicitar al Ayuntamiento (…) que, en el plazo de 15 días, informe a la Dirección General de Administración Local del Gobierno de Navarra de cuantas circunstancias hayan concurrido en el posible incumplimiento de la Ley Foral de Símbolos de Navarra, a los efectos previstos en la Ley Foral 21/2014, de 12 de noviembre, aportando a tal efecto cuanta información y/o documentación estime conveniente.
Asimismo se informa a ese Ayuntamiento que desde esta Dirección General se seguirán, al amparo de la referida habilitación normativa, cuantas investigaciones se estimen necesarias, incluido, en su caso, informe de la Policía Foral sobre la situación actual de cumplimiento de la legislación de símbolos”.
- En respuesta al citado oficio del 23 de septiembre de 2015, los siguientes Ayuntamientos han respondido mediante escritos de alegaciones informando que cumplen la legislación de símbolos y negando la concurrencia de causas que justifiquen la apertura de procedimientos sancionadores por tal motivo. 

Altsasu/Alsasua, 5 de octubre de 2015. Comunica que la bandera de España ha sido sustraída en diversas ocasiones del lugar donde se coloca, obligando a su reposición en reiteradas ocasiones. “Como quiera que las sustracciones venían sucediendo de noche, el nuevo Ayuntamiento elegido en mayo de 2015 ha tomado la determinación de retirar dicha bandera por las noches, hecho que también ha sido comunicado a la Delegación del Gobierno en Navarra”. 

Güesa, 7 de octubre de 2015. Señala que, tras la sustracción (previamente denunciada) de las banderas oficiales se procedió a dar parte del hurto a la compañía de seguros, y a continuación se repusieron en la fachada, donde continúan ondeando. 

Esparza de Salazar, 9 de octubre de 2015. El Ayuntamiento comunica que “las banderas ondean de forma habitual en la fachada de la Casa Consistorial, y que tiene como objetivo primordial la firmeza en el cumplimiento de la ley”.
Basaburua, 13 de octubre de 2015. Informa que la bandera anteriormente colocada en una vivienda sita en el mismo edificio que la casa consistorial, pero arrendada a un particular, ha sido retirada al finalizar dicho arrendamiento. Envía certificado acreditativo del cumplimiento del requerimiento enviado, señalando que la bandera española ha sido sustraída y repuesta en varias ocasiones y que, tras las pertinentes reposiciones, “la bandera española ondea en un lugar preeminente de la fachada del Ayuntamiento de Basaburua, por lo que se está cumpliendo lo estipulado en la sentencia nº 148/2015, del Juzgado Contencioso Administrativo en cuanto a la colocación de la bandera en la fachada de este Ayuntamiento”. Envía fotografías como prueba adicional de la colocación habitual de las banderas oficiales.

- Desde el servicio jurídico de la Dirección General de Administración Local se ha procedido a analizar las alegaciones y pruebas recibidas. De ese análisis resulta que:

 1º. El requerimiento contenido en las citadas Órdenes Forales del Consejero de Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Administración Local 50/2015, de 11 de febrero, 115/2015, 116/2015, 117/2015, 119/2015 y 120/2015, de 24 de marzo, y 151/2015, de 17 de abril, fue enteramente cumplido por todas las entidades locales requeridas, dentro del plazo establecido al efecto.

 2º. En cuanto a las actuaciones preliminares abiertas mediante oficio del 23 de septiembre de 2015 para determinar si concurren circunstancias que pudieran justificar la apertura de un procedimiento sancionador conducente a privar a las entidades locales de las compensaciones que les corresponden en virtud de la dedicación de sus corporativos al cargo público electo (en el ejercicio del derecho constitucional a la participación en los asuntos públicos), a la vista de las alegaciones y pruebas aportadas por las entidades locales concernidas, no se estima que existan actualmente motivos suficientes para abrir expedientes sancionadores por infracción del artículo 7.e.1 de la Ley Foral 12/2014. Máxime habida cuenta de que, según ha dictaminado el Consejo de Navarra, las anulaciones o retenciones de tales aportaciones “pueden no resultar compatibles con el papel esencial que el marco constitucional y el del régimen local de Navarra reconocen al Fondo de Participación de las entidades locales en los tributos de la Comunidad Foral, significativamente porque trasladan a las haciendas locales una suerte de responsabilidad económica subsidiaria por actuaciones que, como la propia Ley foral realiza al determinar el importe de la anulación o retención, resultan individualizables en la actuación de sus correspondientes cargos representativos”. Asimismo, desde la perspectiva del Derecho Administrativo Sancionador, el Consejo de Navarra señala que, en el marco constitucional vigente, las consecuencias de esas eventuales infracciones no deberían vehicularse detrayendo fondos destinados a garantizar la suficiencia de las haciendas locales. Su Dictamen enfatiza que la anulación o retención de aportaciones  económicas por esa vía afecta a los principios de seguridad jurídica, tipicidad, responsabilidad, presunción de inocencia, garantías de defensa y carácter no ejecutivo de las sanciones no firmes, así como al de proporcionalidad. Por último, según asevera el Dictamen, la regulación en él cuestionada trata de introducir un sistema de control de legalidad por la Administración Foral situado al margen de los procedimientos contemplados en la legislación de régimen local que, por su propia generalidad, conlleva una merma de autonomía para las entidades locales y, en consecuencia, puede resultar contrario al artículo 140 de la Constitución.

 B) Expedientes informativos abiertos a los Ayuntamientos de Pamplona (6 de julio de 2015), Oteiza (14 de julio de 2015) y Berriozar (1 de septiembre de 2015). 

En los tres casos se respondió invocando el amparo legal del apartado tercero del artículo 8 de la Ley Foral 24/2003, con ocasión de visitas de autoridades procedentes de la Comunidad Autónoma Vasca: “Extraordinariamente, podrá acompañar a las otras citadas banderas, pero nunca colocarse en solitario, la representativa de otros Países, Comunidades Autónomas o entidades locales, cuando éste sea un acto de cortesía con autoridades de dicho País, Comunidad o entidad local invitadas oficialmente por la autoridad competente del territorio anfitrión y durante el periodo de su visita oficial, o en celebraciones ocasionales de hermanamiento entre entidades locales y por el tiempo de dicha celebración”. 

Los expedientes informativos abiertos en los tres casos citados contienen fotografías acreditativas del cumplimiento del artículo 6.1 de la ley 39/1981 por la que se regula el uso de la bandera de España y de otras banderas y enseñas, mostrando la presencia de la bandera de España en “lugar destacado, visible y de honor”. Este precepto sirvió de base al rechazo por parte del Juzgado de lo Contencioso-administrativo nº 2 de Pamplona de  una solicitud de retirada cautelar de la ikurriña que se había colocado en la fachada del Ayuntamiento de Pamplona el 6 de julio de 2015 al amparo del mismo apartado tercero del artículo 8 de la Ley Foral 24/2003.

Una vez recaído dicho pronunciamiento judicial el 6 de julio de 2015, y acreditada la presencia de autoridades procedentes de la Comunidad Autónoma Vasca oficialmente invitadas por el Ayuntamiento de Pamplona, la Dirección General de Administración Local no se realizó ninguna otra actuación, ni informativa ni sancionadora. Se limitó a enviar a dicho Ayuntamiento de Pamplona, mediante oficio del Director del Servicio de Gestión y Cooperación Jurídica de fecha 16 de julio de 2015, y “siguiendo instrucciones del Director General de Administración Local”, una fotografía de la fachada de su casa consistorial, “a fin de que se incorpore al correspondiente expediente administrativo” (municipal).

Esa ausencia de actuaciones informativas o sancionadoras ulteriores por parte de la Dirección General de Administración Local en ese caso era congruente con lo establecido en el artículo 137.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común: “Los hechos declarados probados por resoluciones judiciales penales firmes vincularán a las Administraciones Públicas respecto de los procedimientos sancionadores que substancien”. 
Por análogos motivos, tampoco se han realizado actuaciones ulteriores en los expedientes informativos abiertos en los casos de Oteiza y Berriozar tras acreditarse la presencia de autoridades de la Comunidad Autónoma Vasca oficialmente invitadas.

 3º.- ¿Se ha retenido alguna cantidad desde la toma de posesión de su Gobierno a algún Ayuntamiento por infracción del art. 7.e.1 de la Ley Foral 21/2014, de 12 de noviembre, por la que se establece la cuantía y reparto del Fondo de Participación de las Haciendas Locales en los tributos de Navarra por transferencias corrientes para los ejercicios presupuestarios de 2015 y 2016?
Ni antes ni después de la toma de posesión del actual Gobierno se ha retenido legalmente ninguna cantidad por infracción del artículo 7.e.1 de la Ley Foral 12/2014.

Las retenciones efectuadas por este concepto fueron realizadas, sin soporte legal, por el Gobierno anterior. 

Según el número 5 del mismo artículo 7 citado, “A tal efecto el Gobierno de Navarra incoará un procedimiento de anulación o retención, comunicando al Ayuntamiento el incumplimiento y en el que, en todo caso, deberá concederse un plazo de alegaciones a la entidad afectada. Si finalizado dicho procedimiento, la entidad local no procediese, en su caso, al reintegro de las compensaciones reclamadas, el Gobierno de Navarra lo compensará con cargo al Fondo General.”. El Gobierno anterior ni tramitó ni, menos aún, resolvió ningún procedimiento sancionador conforme a lo previsto en este precepto para decidir si procedía o no el reintegro de cantidades reclamadas a estos Ayuntamientos. Se limitó a anularlas ilegalmente.

La propia Resolución 209/2015, de 19 de junio, del Director General de Administración Local, que retuvo esas compensaciones a los 8 Ayuntamientos citados, reconoce inequívocamente la inexistencia de tales expedientes sancionadores del artículo 7.e).1) de la Ley Foral 12/2014. Lo único que dice al respecto es que, según se opina, “procede el inicio de expediente de anulación”, evidenciando así que ni siquiera se habían iniciado en el momento en que se retuvieron esas compensaciones por vía de hecho.

A pesar de esa opinión “a priori” vertida en la Resolución del entonces Director General de Administración Local, tampoco abrió expediente sancionador alguno a los citados Ayuntamientos en el tiempo en que permaneció en el cargo tras dictarse la citada Resolución.   

La única actuación administrativa notificada a los Ayuntamientos concernidos y encaminada, no a iniciar directamente, sino a dilucidar si procedía o no el inicio de tales expedientes sancionadores, no es otra que el oficio del Director del Servicio de Gestión y Cooperación Jurídica de la Dirección General de Administración Local de fecha 23 de septiembre de 2015, arriba transcrito, y del que se han seguido las actuaciones administrativas antes señaladas.
 4º.- ¿Piensa cumplir y hacer cumplir este Gobierno el art. 7. e 1) de la Ley del Fondo en vigor en Relación con la Ley Foral 24/2003 de Símbolos de Navarra?
El Gobierno de Navarra cumple y cumplirá con la legislación vigente.
Es cuanto tengo el honor de informar en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 192 del Reglamento del Parlamento de Navarra.
Pamplona, 1 de diciembre de 2015
La Consejera de Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Administración Local: Isabel Elizalde Arretxea
	
	



